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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
SETIEMBRE 2016



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de AGOSTO DEL 2016. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.

ÍNDICE

· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes

· Fallos recientes

· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	AMBIENTE
	CONCESIONES EN REFUGIO DE VIDA SILVESTRE OSTIONAL


Expediente:16-011132-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los incisos a), b), c), d), f) y g) del artículo 8, los ordinales 9 y 10, los incisos a), b), c), d), e) y f) del artículo 12, el numeral 26 y el transitorio VII, todos de la Ley del Refugio de Vida Silvestre Ostional (Ley No. 9348 de 08 de febrero de 2016). Señalan, las accionantes, que la Playa Ostional se reconoce, mundialmente, por la arribada de la tortuga lora (Lepidochelys olivácea). Indican que en tal lugar anida, también, la tortuga baula (Dermochelys coriácea) y la tortuga negra (Chelonia mydas agassizii). Añaden que hay varios sistemas de manglares asociados con desembocaduras de ríos y quebradas, que ofrecen hábitat para el desove, crianza, alimentación y refugio de especies terrestres y marinas. Explican que, al colindar con bosques riparios, se facilita el paso de la fauna y sirve de albergue temporal en la temporada seca. Agregan que existen fragmentos de bosque en las cercanías de las puntas India y Guiones, Cerro Lagarto y Río Montaña, que son importantes para la preservación de especies de árboles como Manilkara chicle, Astronium graveolens, Sterculia apétala y Dalbergia retusa, así como hábitat de mamíferos, aves y otros. Indican que, en 1981, mediante Decreto Ejecutivo No. 13200-A, se declaró la playa Ostional como área para desove de tortugas y, posteriormente, el 17 de noviembre de 1983 se creó el Refugio de Vida Silvestre Ostional, por Ley No. 6919. Reclaman que el objetivo de la Ley No. 9348 es legalizar la permanencia de los actuales ocupantes de la zona marítimo terrestre dentro de los límites del refugio, a través del otorgamiento de concesiones; sin embargo, para alcanzar tal fin, se ha disminuido o reducido, de manera injustificada y carente de sustento técnico, el grado de protección ambiental dentro del refugio y con esto se ha puesto en riesgo la biodiversidad y el paisaje natural, en violación del derecho fundamental a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Resolución de las 9:41 horas del 24 de agosto del 2016.


 

	PENAL
	EQUIPARACIÓN DEL NOTARIO PÚBLICO AL FUNCIONARIO PÚBLICO


Expediente:16-005583-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Tercera según la cual el concepto de funcionario público es mucho más amplio en Derecho Penal que en otras áreas del ordenamiento jurídico, motivo por el cual se considera que los notarios públicos son funcionarios públicos. Ese criterio jurídico está contenido, entre otras, en las resoluciones No. 475-F de las 8:50 hrs. del 27 de agosto de 1993, No. 208-F de 9:30 hrs del 10 de junio de 1994, No. 2004-01046 de las 9:22 horas del 27 de agosto de 2004, No. 01944 de las 11:24 hrs. del 7 de diciembre de 2012 y No. 00288 de las 10:00 hrs del 17 de febrero de 2012. Manifiesta el accionante que el criterio jurisprudencial impugnado lesiona los principios de la ley más benigna, la interpretación restrictiva y en favor del imputado (nunca extensiva y análoga), tipicidad e in dubio pro reo.  Resolución de las 15:37 horas del 03 de agosto del 2016.

	PROPIEDAD
	DESAFECTACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO


Expediente:16-011502-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad interpuesta por la PROCURADORA GENERAL ADJUNTA DE LA REPÚBLICA contra la pauta jurisprudencial del Tribunal Agrario plasmada en las resoluciones Nos. 679-F-13, 804-F-13, 356-F-14, 689-F-15 y 005-F-16, con respecto a la aplicación e interpretación del artículo 7°, párrafo 1°, de la Ley de Informaciones Posesorias, que conduce a una desafectación del dominio público, en la medida en que permite la titulación de inmuebles con cobertura forestal situados en áreas silvestres protegidas, mediante la acreditación de una ocupación decenal anterior a su respectiva ley o decreto de creación, sin tener en consideración afectaciones al dominio público preexistentes, por estimarla contrario a los derechos protegidos en los artículos 7°, 34, 50, 89 y 129 de la Constitución Política; los principios constitucionales en materia ambiental sobre la tutela efectiva del ambiente a cargo del Estado, preventivo y de progresividad; y los artículos 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 3°, párrafo 3° y 4°, inciso d), del Convenio Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático; 8°, incisos c) y d), del Convenio sobre la Diversidad Biológica; 5°, inciso d), de la Convención para la Protección del Patrimonio Cultural y Natural; 10 y 13, inciso c), del Convenio para la Conservación de la Biodiversidad y Protección de Áreas Silvestres Prioritarias en América Central. Resolución de las 8:20 horas del 29 de agosto del 2016.
 

	TRABAJO
	CONVENCION COLECTIVA DE RECOPE


Expediente:16-008807-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad planteada por la ASOCIACIÓN DE CONSUMIDORES DE COSTA RICA contra los artículos 18, 25, 26, 27, 32, 36, 37, 85, 86, 87, 100, 103, 104, 108, 110, 110 BIS, 137, 143 y 152 de la Convención Colectiva de la Refinadora Costarricense de Petróleo (RECOPE). Alegan que las convenciones colectivas están sujetas al control de constitucionalidad, por lo que se les debe aplicar los principios de razonabilidad y proporcionalidad. Manifiestan que, para proteger los derechos de los consumidores, cuando se trata de servicios públicos, es preciso analizarlos desde una óptica diferente a los demás servicios, ya que, para la fijación de las tarifas se deben contemplar, únicamente, los costos necesarios para prestar el servicio. Indican que eso permite a los consumidores pagar por esos servicios, solo de acuerdo a su costo operativo real, dejando de lado gastos no ligados a la actividad económica, los cuales no pueden ser cargados a los consumidores. Reclaman los accionantes que los artículos impugnados son contrarios a los principios de razonabilidad, proporcionalidad, así como a los derechos de los consumidores, quienes tienen que asumir el costo de esos acuerdos. Resolución de las 13:11 horas del 03 de agosto del 2016.

	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE MORAVIA


Expediente:16-011021-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad interpuesta por JOSE ALBERTO ALFARO JIMENEZ, NATALIA DIAZ QUINTANA y OTTO CLAUDIO GUEVARA GUTH contra los artículos 28, incisos b), c) y k); 42, incisos b) y c); 43; 45; 47; 48, 49, párrafo 1º; 50, 52 y 53, inciso b), de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Moravia. Las normas se impugnan en cuanto estipulan beneficios desmedidos, arbitrarios y desproporcionados a favor de los trabajadores de la Corporación Municipal de Moravia, en detrimento de los principios de igualidad, no discriminación, proporcionalidad, equilibrio presupuestario y legalidad, en las siguientes materias: permisos con goce de salario, en el artículo 28, incisos b), c), y k) de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Moravia; vacaciones, en el artículo 42, incisos b) y c) ídem; auxilio de cesantía y aguinaldo, en el artículo 43 ibídem; beneficio adicional por motivos de invalidez, pensión, o cesación por despido con responsabilidad patronal, en el artículo 45 ibídem; beneficio adicional para la compra de útiles escolares para los hijos de los trabajadores, en el artículo 47 íbidem; beneficio adicional por el nacimiento de un hijo, en el artículo 48 ibídem; beneficio adicional por fallecimiento de familiar cercano, en el artículo 49, párrafo 1º, ibídem; becas para hijos de trabajadores que cursen la educación primaria y secundaria, en el artículo 50 ibídem; partida para desarrollar actividades deportivas, culturales, sociales y educativas entre los funcionarios municipales, en el artículo 52 ibídem; y, las anualidades y los aumentos salariales, en el artículo 53 ibídem. Resolución de las 11:33 horas del 18 de agosto del 2016.



	TRIBUTARIO
	LEY DE IMPUESTO A LOS MOTELES Y LUGARES AFINES


Expediente:16-010470-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1º, 2º, 3º y 4º de la Ley No. 9326. El artículo 1º de la Ley No. 9326 crea un impuesto a favor del Instituto Mixto de Ayuda Social, que viola el principio de caja única del Estado. Los artículos 2º y 3º establecen como sujeto pasivo del tributo a los propietarios de los moteles, por lo que el hecho generador es la propiedad. No obstante, el Decreto Ejecutivo No. 33874, en su artículo 3º, los califica como agentes de retención. Esta situación, a juicio del accionante, vulnera los principios de legalidad y de seguridad jurídica. Sostiene que el artículo 4º de la Ley No. 9326 lesiona el Derecho de la Constitución, en la medida en que sujeta la base imponible del impuesto al salario de un oficinista 1, en el Poder Judicial, cuyo puesto no existe en la estructura organizativa de esa dependencia. A su juicio, esta deficiencia en la técnica legislativa no puede ser suplida por interpretaciones del Consejo Superior sin vulnerar el principio de reserva de ley. Afirma que el impuesto creado por la Ley No. 9326 es confiscatorio y desproporcionado, en la medida en que, si se suma al monto del impuesto los gastos que se producen por la actividad desplegada por la empresa representada, no se obtiene ninguna utilidad. Resolución de las 9:32 horas del 30 de agosto del 2016.




 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet.
	· Fallos recientes



	COLEGIOS PROFESIONALES
	SE EMITE MEDIDA CAUTELAR Y SE ORDENA MANTENER JUNTA DIRECTIVA DEL COLEGIO DE ABOGADOS NOMBRADA EN DICIEMBRE DEL 2015, MIENTRAS SE RESUELVEN POR EL FONDO RECURSOS DE AMPARO

Expediente:16-011321-0007-CO
Sentencia:011961-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra Sujetos de Derecho Privado. La sentencia 011961-16 de las 9:00 horas del 24 de agosto, cuestiona la Asamblea del Colegio de Abogados, en donde se destituyó a la Junta Directiva, nombrada en diciembre del 2015 y se instituyó una nueva Junta Directiva. Este caso se acumula al expediente 16-011093-0007-CO, para evitar resoluciones contradictorias y darles trámite conjunto. Asimismo, se le da traslado a los recurridos, para que contesten el amparo en un plazo de tres días, sobre los hechos ocurridos y se emitió una medida cautelar, ordenando a los demandados, no perturbar ni obstaculizar, de forma alguna, el normal ejercicio de las labores de la junta directiva del colegio de abogados, electa en asamblea de 5 de diciembre de 2015. Se ordena a la Delegación Policial de Zapote-San Francisco del Ministerio de Seguridad Pública colaborar en el cumplimiento de lo aquí ordenado. Los Magistrados Jinesta Lobo y Castillo Víquez salvan el voto y rechazan de plano los recursos. Comuníquese y Notifíquese.

	COMERCIO
	SE LIMITA PROPAGANDA EXTERIOR EN LOS TAXIS

Expediente:16-010711-0007-CO
Sentencia:011906-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES. La sentencia 011906-16 de las 14:30 horas del 23 de agosto, cuestiona la negativa del recurrido, de autorizar el uso de propaganda exterior en los taxis. Explica que dicho rechazo, que se funda en el artículo 7 del Decreto Ejecutivo 33526, que lo deja en una condición de discriminación respecto de los autobuses a los cuales sí se les permite el uso de esos medios informativos y propagandísticos. En este caso, según entiende la Sala, es válido hacer una diferencia objetiva entre los autobuses y vehículos livianos que se realizan labores de taxi, a efectos de que puedan servir de lugar para colocar propaganda. Es evidente que el tamaño de cada de uno de este tipo de vehículos puede hacer justificable en los buses, pero inadecuado en los taxis, el estampado de rótulos u otros mecanismos de propaganda, de manera que -en criterio de la Sala- el artículo no presenta en principio alguna clara afectación del derecho de igualdad, lo cual lleva a su vez a concluir que el recurso debe rechazarse por el fondo.



	COMERCIO
	REVOCATORIA DE PATENTE COMERCIAL SIN DEBIDO PROCESO

Expediente:16-008456-0007-CO
Sentencia:012018-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de amparo contra el ALCALDE, EL PRESIDENTE DEL CONCEJO, EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE PATENTES, TODOS DE LA MUNICIPALIDAD DE UPALA. La sentencia 012018-16 de las 9:30 horas del 26 de agosto, cuestiona la revocatoria de una licencia municipal de venta de licores, sin proceso previo. La Sala, luego de reiterar los elementos básicos del debido proceso, aplicables a cualquier procedimiento sancionatorio o que pueda tener por resultado la pérdida de derechos subjetivos. En el caso concreto, consta que no existió intimación de cargos comunicada al recurrente que permitiera el ejercicio pleno del derecho de defensa en razón de la revocatoria de la patente que utilizaba. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la revocatoria de la patente de licores del Bar, dispuesta por oficio No. OATM 009-03/16 del 28 de marzo de 2016. Lo que no obsta que la Municipalidad recurrida pueda iniciar un procedimiento con respeto al debido proceso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Upala, dejar sin efecto el oficio en disputa y notificar al recurrente lo respectivo. 



	INFORMACION
	ACCESO A EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS, POR PARTE DE LOS ABOGADOS

Expediente:16-010246-0007-CO
Sentencia:011779-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de amparo contra JEFE DE LA SUCURSAL UPALA DE LA CCSS. La sentencia 011779-16 de las 9:05 horas del 19 de agosto, expone un caso de acceso a expedientes administrativos, por parte de los abogados. Concretamente, a un abogado representante de dos patronos, no se le permitió fotocopiar el expediente de un proceso seguido en contra de sus representados, bajo el argumento de que requería una autorización para ello. Sobre el tema se cita el voto 017374-15 y, se reitera que la actuación impugnada implica una lesión a su derecho a la información, en los términos dispuestos en el artículo 30, de la Constitución Política, pues, precisamente, se encuentra en el ejercicio de liberal de su profesión, en los términos dispuestos en el artículo 272, de la Ley General de la Administración Pública. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador de la Sucursal de Upala de la Caja Costarricense de Seguro Social, que emita las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, de inmediato, se le brinde al recurrente acceso al expediente administrativo. Al atender la solicitud mencionada, deberá la autoridad recurrida resguardar la información personal o sensible que se encuentra en dicho expediente, todo según lo estipulado en la Ley Nº 8968 de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales. 



	INFORMACION
	SE CONDICIONA ENTREGA DE INFORMACIÓN A UN ASOCIADO

Expediente:16-009211-0007-CO
Sentencia:011707-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra la ASOCIACIÓN CÁMARA COSTARRICENSE DE CORREDORES DE BIENES RAÍCES. La sentencia 011707-16 de las 9:05 horas del 19 de agosto, analiza el tema de la limitación a información de interés, que hace un asociado a un sujeto de derecho privado, como en este caso. Sobre el tema, se cita el voto 003206-16, además de esto, en el caso concreto, consta que no se entrega la información al recurrente, a través de la persona autorizada, pues se le condiciona dicha entrega, al retiro de otro documento. Partiendo entonces de que, por su condición de asociado, el recurrente contaba con el derecho de recibir la información que había solicitado, no resulta procedente que la Asociación recurrida condicione su entrega a la notificación de traslados o documentos de distinta naturaleza. Lo que interesa en el caso que nos ocupa es, que la solicitud del recurrente, efectivamente, era factible y, además, suficiente para que se le otorgara lo peticionado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación Cámara Costarricense de Corredores de Bienes Raíces, que, en el término improrrogable de TRES días contados a partir de la notificación de esta sentencia, se entregue al recurrente la información solicitada mediante oficio de fecha 12 de noviembre de 2015. 



	INTIMIDAD
	COLOCACIÓN DE CÁMARAS DIRIGIDA A NEGOCIO COMERCIAL

Expediente:16-006790-0007-CO
Sentencia:011356-16 
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra un sujeto de derecho privado. La sentencia 011356-16 de las 9:45 horas del 12 de agosto, se cuestiona el que una vecina ha dispuesto cámaras de vigilancia dirigidas a un negocio comercial. Luego de analizar los alcances del amparo contra sujeto de derecho privado, el derecho a la intimidad y la colocación de cámaras de seguridad (sentencias 1026-94, 4177-00, 11353-14 y 15038-15), se indica, en el caso concreto, que según consta en el expediente, el asunto fue resuelto mediante una sentencia judicial, emitida por el Juzgado Contravencional de Heredia, absolviendo a la recurrida de toda pena y responsabilidad. En este sentido, es claro que la interposición de este amparo tiene como objetivo proseguir la discusión sobre un aspecto ya valorado y resuelto con amplitud de prueba por parte de un órgano jurisdiccional. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso.



	LIBERTAD DE PRENSA
	DERECHO DE RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA PLANTEADA POR LA MINISTRA DE JUSTICIA

Expediente:16-009811-0007-CO
Sentencia:011306-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra la Gerente de la Sociedad Periodística Extra Limitada (Diario Extra). La sentencia 011306-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, resuelve el caso planteado por la Ministra de Justicia contra el diario recurrido, por no publicar un derecho de rectificación y respuesta, superando el plazo legal de 3 días que tenía para hacerlo. En general, sobre el derecho de rectificación y respuesta, se cita el voto 014415-13. En el caso concreto, esta Sala, considera que la solicitud de la recurrente, es razonable y debidamente fundamentada. Además, si bien es cierto se trata de una alta funcionaria pública y como máxima jerarca tiene potestades y responsabilidad por los hechos que ocurren en su cartera ministerial, el atribuirle como propio un acto emitido por otra dependencia, constituye información inexacta, además de agraviante, pues la noticia deja de entrever que otorgó el beneficio al expresidiario para que éste incurriera en el presunto ilícito penal que ahí se menciona. En consecuencia, se considera que el periódico La Extra quebrantó en perjuicio de la amparada su derecho de rectificación o respuesta. No obstante, siendo que ya se publicó el texto correspondiente, la estimatoria del amparo es, únicamente, para efectos indemnizatorios. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Sociedad Periodística Extra Limitada (Diario Extra) al pago de las costas, daños y perjuicios causados, extremos que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía civil. Los Magistrados Rueda Leal y Salazar Alvarado declaran con lugar el recurso por razones diferentes.


	MINORIAS
	ASISTENCIA A MENOR CON DISCAPACIDAD QUE ASISTE A ESCUELA PÚBLICA

Expediente:16-007494-0007-CO
Sentencia:011006-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez
 
Recurso de amparo presentado contra el Instituto de Enseñanza General Básica República de Panamá. La sentencia 011006-16 de las 9:20 del 05 de agosto, resuelve el caso de una madre, que acusa que en la escuela donde está su hijo, que tiene una discapacidad, no le permiten el ingreso al parqueo con su vehículo, para poder ayudarlo a ingresar a la escuela y que el servicio sanitario exclusivo para personas con necesidades especiales, permanece cerrado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en lo que respecta a las ayudas solicitadas por la recurrente y el acceso al parqueo. Se le ordena al Director del Instituto de Enseñanza General Básica República de Panamá, que disponga de inmediato lo necesario a efecto que el amparado reciba la asistencia de su abuela materna –o cualquier otro adulto que a ese efecto se autorice- y se permita el ingreso del vehículo de la recurrente al parqueo institucional.
 

	MUNICIPALIDAD
	MORATORIA PARA LA PRODUCCIÓN DE PIÑA, DICTADA POR EL CON CEJO MUNICIPAL DE LOS CHILES

Expediente:16-009192-0007-CO
Sentencia:011545-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez


Recurso de amparo a favor de LA ASOCIACIÓN CÁMARA NACIONAL DE PRODUCTORES Y EXPORTADORES DE PIÑA, contra el CONCEJO MUNICIPAL DE LOS CHILES.  La sentencia 011545-16 de las 11:31 del 12 de agosto, analiza la constitucionalidad de un acuerdo municipal, que declara una moratoria de cinco años para el otorgamiento de permisos y autorizaciones municipales, y certificados de uso conforme para la construcción e instalación de fincas piñeras en el cantón de los chiles. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el acuerdo número III, inciso c), de la sesión ordinaria N° 15, celebrada el 05 de julio de 2016, mediante el cual el Concejo de la Municipalidad de Los Chiles declaró una moratoria de cinco años para el otorgamiento de permisos y autorizaciones municipales, y certificados de uso conforme para la construcción e instalación de fincas piñeras en dicho cantón. Se le ordena al Concejo Municipal abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el presente amparo. Todo bajo la advertencia de que se impondrá prisión de 3 meses a dos años o 20 a 60 días multa al que recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir impartida por esta Sala, siempre que el delito no esté más gravemente penado.  Se condena a la Municipalidad de Los Chiles al pago de los daños y perjuicios, costas que se liquidaran en la fase de ejecución de sentencia de lo contencioso-administrativo. El Magistrado Castillo da razones adicionales. El Magistrado Rueda Leal da razones separadas. La Magistrada Hernández López pone nota. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	PENAL
	DETENCIÓN ARBITRARIA

Expediente:16-009613-0007-CO
Sentencia:011546-16
Ponente: Magistrado Luis Fernando Salazar Alvarado

Recurso de hábeas corpus contra el FISCAL ADJUNTO DE LIBERIA Y AL JEFE DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL DE LIBERIA- GUANACASTE. En la sentencia 011546-16 de las 11:32 del 12 de agosto, se cuestiona la actuación de la recurrida, en tanto se detuvo a la recurrente, sin permitir que hiciera una llamada a su abogado, hasta tanto no terminara la revisión del vehículo en el que viajaba. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 37 constitucional. Se ordena a los recurridos que, en lo sucesivo, se abstengan de incurrir en las conductas que ocasionaron la estimatoria de este recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	PENAL
	PROCESO DE EXTRADICIÓN

Expediente:16-009630-0007-CO
Sentencia:011303-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

Recurso de hábeas corpus contra JUEZ DEL TRIBUNAL DE JUICIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR, SEDE CORREDORES. La sentencia 011303-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, cuestiona la detención de un extranjero, en virtud de un proceso de extradición pendiente, el cual, acusa que la notificación de la sentencia por parte de la Corte Suprema de Justicia de Panamá, en donde fue condenado, no se hizo de manera personal, como lo exige la legislación de Panamá y la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias. Agrega que el Estado requirente no presentó la solicitud de extradición en el plazo de 30 días establecido en el artículo 9 de la Ley de Extradición. Sobre el recurso de hábeas corpus y la competencia de la Jurisdicción Constitucional en materia de procesos de extradición, se cita el voto 012225-08 y se reitera que este Tribunal Constitucional, no es una instancia más dentro del proceso, de manera que este asunto, debe conocerse y resolverse en la sede penal, sea por el juez que conoce de las diligencias en cuestión, o bien, en su defecto, por las instancias superiores, a través del ejercicio de los recursos previstos. No obstante, si es competente la Sala para verificar si, como alega el recurrente, el Estado Requirente omitió presentar en el plazo previsto de 30 días la solicitud de extradición con la documentación que la respalda, con el propósito de garantizar el debido proceso y cumplir los presupuestos de indicio comprobado (artículo 37 constitucional), dado que el amparado está detenido desde el 17 de diciembre de 2015 a la orden del Tribunal que conoce las diligencias de extradición, sin que ello suponga, de parte de este Tribunal Constitucional, un examen que de la prueba ha de realizar el tribunal penal competente, que según se indica en el informe a esta Sala, dictará la sentencia en los próximos días pues el expediente ya está instruido, una vez que el amparado decidió someterse al proceso de Extradición ordinaria. Hecho el estudio, estima la Sala que no se ha producido infracción alguna al debido proceso ni a la libertad del amparado, pues se encuentra legítimamente detenido por la autoridad competente para resolver sobre la solicitud de extradición incoada por la República de Panamá, que dentro de los 30 días posteriores a la detención del amparado, plazo establecido el Tratado de Extradición vigente entre Costa Rica y Panamá, formalizó la solicitud de extradición y aportó la documentación que lo respalda. Se declara SIN LUGAR el recurso.



	PENAL
	PLAZO DE DETENCION Y FUNDAMENTACIÓN EN PROCESO DE EXTRADICIÓN

Expediente:16-009651-0007-CO
Sentencia:011091-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de hábeas corpus interpuesto contra el TRIBUNAL PENAL DE HEREDIA. La sentencia 011091-16 de las 9:20 horas del 05 de agosto, cuestiona el plazo de detención provisional, durante un proceso de extradición y la falta de fundamentación. En consonancia con lo que ha sido la jurisprudencia de esta Sala, en materia de extradición no se requiere mayor fundamentación que la existencia del procedimiento de extradición, ni tampoco se requiere fijar el período respecto de la duración de la detención provisional del extraditable; pues la primera decisión judicial en la que se decreta la detención provisional mientras se cumplen los requisitos y trámites necesarios para resolver sobre la procedencia de la extradición y la entrega del extraditable, determina, en principio, la legitimidad de su detención durante todo el plazo en que se tramite tal procedimiento, y no son aplicables las reglas del Código Procesal Penal sobre los plazos y reglas de la prisión preventiva al procedimiento de extradición. (Sentencias 08486-05, 14226-04, 00039-06, 000900-12, 006302-12). En razón de lo anteriormente expuesto se ha constatado que no ha existido una privación ilegítima a la libertad del amparado, pues su detención se encuentra plenamente legitimada por las resoluciones que constan en el expediente, en vista de lo cual procede desestimar el recurso planteado en cuanto a este extremo. Se declara sin lugar el recurso.



	PENAL
	DECOMISAN ARMA A UN FUNCIONARIO MUNICIPAL, QUE CUENTA CON LOS PERMISOS DE LEY

Expediente:16-008706-0007-CO
Sentencia:012248-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA. La sentencia 012248-16 de las 11:33 horas del 26 de agosto, analiza el tema del decomiso de un arma a un funcionario municipal, la cual, se encuentra con los permisos de ley. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución N° 428-2016-DCAE-AL de las 18:42 horas del 24 de mayo de 2016, emitida por el Departamento de Control de Armas y Explosivos, por carecer de una adecuada fundamentación. Se ordena al Jefe a.i. del Departamento de Armas y Explosivos del Ministerio de Seguridad Pública, que, dentro del plazo de 5 DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva el trámite para la cancelación del permiso de portación de armas de fuego incoado a nombre del recurrente, tomando en consideración los lineamientos dados en esta sentencia. Los Magistrados Jinesta Lobo y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	PENAL
	DETENIDOS EN CELDAS DEL OIJ POR UN TIEMPO EXCESIVO

Expediente:16-010604-0007-CO
Sentencia:011899-16
Ponente: Magistrada Nancy Hernández López

RECURSO DE HABEAS CORPUS CONTRA EL INSTITUTO NACIONAL DE CRIMINOLOGÍA, LA DIRECCIÓN GENERAL DE ADAPTACIÓN SOCIAL Y EL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL (OIJ). La sentencia 011899-16 de las 14:30 horas del 23 de agosto, analiza el tema de los detenidos en celdas del Organismo de Investigación por un tiempo excesivo. Sobre el plazo de permanencia en las celdas de una delegación, esta Sala ha indicado que el plazo para que un detenido permanezca privado de libertad en una celda del Organismo de Investigación Judicial es de un día, siempre y cuando no exista una justa causa que conlleve a la ampliación del plazo (Ver en este sentido, las sentencias números 2003-01633 de las 10:42 horas del 28 de febrero del 2003 y 2004-5956 del 28 de mayo del 2004); el hecho de que una persona detenida en esas condiciones supere el plazo señalado vulnera su libertad e integridad personales, en la medida en que las condiciones de su privación de libertad atentan contra su dignidad humana y sus derechos como persona privada de libertad. Se declara con lugar el recurso únicamente por lesión a la integridad física y dignidad de los amparados. Se condena al Estado al pago de los, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En cuanto al Organismo de Investigación Judicial se declara sin lugar el recurso.



	PENAL
	PLAZO MÁXIMO DE DETENCIÓN

Expediente:16-010315-0007-CO
Sentencia:011791-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de hábeas corpus contra el Juzgado Penal y la Fiscalía de Siquirres. La sentencia 011791-16 de ñas 9:05 horas del 19 de agosto, cuestiona la detención ilegítima del tutelado, por haber sido puesto a la orden del Juez Penal una vez que se había superado el plazo de 24 horas establecido para ello. Luego de analizar el plazo previsto en el artículo 37 de la Constitución Política y el plazo de 24 horas y la situación jurídica de las personas sujetas a proceso penal,  la Sala concluye, que en este caso, que, es luego de las veinticuatro horas que se informa al juez a cargo que tendrá a su orden a un imputado, de lo cual se deduce válidamente que a esa hora –más de veinticuatro horas y treinta minutos después- el tutelado no había sido siquiera trasladado al juzgado, ni materialmente puesto a su orden por parte de la Fiscalía. Sobre el particular, debe indicarse que no basta con emitir un documento con una hora previa al vencimiento del plazo de veinticuatro horas para afirmar que de manera efectiva se puso a un detenido a la orden de la autoridad judicial competente, sino que la garantía reconocida en el artículo 37 de la Constitución Política hace referencia a una puesta a la orden realmente material, y no sólo formal, como parece entenderlo el Fiscal recurrido. No obstante, tomando en consideración que mediante resolución del Juzgado de Siquirres, de las diecinueve horas cuarenta y cuatro minutos del 5 de agosto de este año, se resolvió la situación jurídica del tutelado, disponiendo su inmediata libertad y la adopción de medidas cautelares sustitutivas de la prisión preventiva, la declaratoria con lugar de este recurso lo es únicamente a efectos de los daños y perjuicios que pudieren haberse causado, con los hechos que sirven de base a la estimatoria del mismo. Se declara con lugar el recurso. Tome nota el Fiscal recurrido de lo señalado en el quinto considerando de esta sentencia. 



	PENAL
	PUBLICACIÓN DE IMÁGEN DE MENOR DE EDAD, SOMETIDO A PROCESO PENAL

Expediente:16-007867-0007-CO
Sentencia:012015-16
Ponente: Carlos Estrada Navas

Recurso de amparo contra EL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. La sentencia 012015-16 de las 9:30 horas del 26 de agosto, cuestiona la imagen de un menor de edad, que se mantiene en un álbum fotográfico de personas reseñadas –sospechosas de haber cometido un delito previo-, con base en la cual, se realizó un reconocimiento fotográfico. Esta Sala cuenta con abundante jurisprudencia sobre la tutela del derecho a la imagen: de menores y adultos, sometidos a procesos judiciales y no sometidos a esos procesos. De toda la cual se puede extraer como exigencia constitucional (derivada del artículo 51, Constitucional, demás instrumentos internacionales y el artículo 27, del Código de la Niñez y Adolescencia) una prohibición absoluta para publicar, reproducir, exponer vender o utilizar, en cualquier forma, imágenes o fotografías de personas menores de edad para ilustrar informaciones referentes a acciones u omisiones que se les atribuyan sean de carácter delictivo o de contravención o riñan con la moral o las buenas costumbres; asimismo, cuando de algún modo hayan participado o hayan sido testigos o víctimas de esos hechos, si se afecta su dignidad, así como la prohibición, del nombre o cualquier dato personal que permita identificar a una persona menor de edad autora o víctima de un hecho delictivo, salvo autorización judicial fundada en razones de seguridad pública. No obstante, en este caso, una testigo de la causa que se tramita, le, entregó a los investigadores del Organismos de Investigación Judicial, una fotografía del perfil de Facebook del amparado y se confeccionó un acta en el lugar para acreditar que ella lo reconocía como el sospechoso, mediante la misma fotografía que ella les entregó. Aunado a lo anterior, añaden que el Organismo de Investigación Judicial, no confeccionó algún álbum para la exhibición de fotografías en el que incluyera la imagen del menor de edad amparado y, además, que, en el Archivo Criminal, no existe reseña ni fotografías a su nombre. Se declara sin lugar el recurso.



	PENSION
	REBAJO DE PENSIÓN SIN DEBIDO PROCESO

Expediente:16-010259-0007-CO
Sentencia:011784-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública. La sentencia 011784-16 de las 9:05 horas del 19 de agosto, cuestiona el rebajo de la pensión por concepto de "Acreditaciones no correspondientes MEP" y "Transitorio Subsidio MEP". En un primer orden de ideas, conviene destacar que esta Sala ha aceptado reiteradamente en su jurisprudencia que la Administración puede recuperar, por medio del rebajo salarial, los montos pagados en exceso a los funcionarios públicos. Sin embargo, ello no se puede ejecutar de forma intempestiva, sin previa notificación a la persona interesada. Para estos efectos, no debe seguir la Administración el procedimiento ordinario que fija la Ley General de la Administración Pública, más sí debe comunicar al afectado la suma total adeudada, la fecha a partir de la cual comenzarán a aplicarse los rebajos y el monto de los tractos. Ahora bien, respecto a los alegatos esgrimidos por el amparado, este Tribunal tiene por acreditado que en cuanto al primer rebajo que obedece a “Acreditaciones no correspondientes al M.E.P.”, que son sumas pagadas de más por un permiso para cuidado de paciente en fase terminal en el periodo 2010-2011 y ausencias, sí tiene conocimiento. Situación diferente acontece respecto al rebajo que responde al "transitorio de subsidio MEP”, el cual se ha explicado son incapacidades por enfermedad pagadas de más. Se ha aceptado que no consta en el expediente administrativo de cobro del recurrente, notificación alguna del inicio del procedimiento de cobro por esa deuda. Omisión que, siguiendo la línea de este Tribunal, constituye una violación del debido proceso. Como se indicó, en criterio de esta Sala, independientemente de las potestades de la Administración de recuperar dineros girados de más, lo cierto es que debe mediar una notificación al afectado previo al rebajo, lo que en cuanto a la citada deducción se inobservó, por lo que se acoge el recurso en cuanto a este extremo. Por otro lado, la parte amparada aduce que los montos de los rebajos son desproporcionados. En torno a ese punto, es menester señalar que este alegato resulta ser un extremo de legalidad respecto del cual, para la mayoría de los integrantes de esta Sala, no se tiene competencia para pronunciarse. Así las cosas, deberá el recurrente, si a bien lo tiene, plantear las inconformidades que tuviere por la proporcionalidad de los rebajos ante las vías administrativas o jurisdiccionales ordinarias competentes. Se declara con lugar el recurso, únicamente, respecto al rebajo denominado "transitorio de subsidio MEP”. Se ordena a la directora de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que, dentro del plazo de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, enderece los procedimientos a fin de comunicar a la parte recurrente, el monto y la cantidad de tractos en los que se efectuarán los rebajos por el concepto antes citado. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y rechaza de plano el recurso.



	PETICION
	INFORMACIÓN SOBRE LOS VIAJES DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA AL EXTRANJERO

Expediente:16-009549-0007-CO
Sentencia:011072-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
 
Recurso de amparo contra el Ministerio de la Presidencia. La sentencia 011072-16 de las 9:20 del 5 de agosto, resuelve la falta de respuesta a una gestión, referente a los viajes del presidente al exterior del país desde que asumió el cargo, el país al que se viaja, el objetivo propuesto, la lista de todas las personas que conforman la comitiva oficial, lo alcanzado en cada viaje y el costo, que no ha sido entregada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de la Presidencia, que de inmediato le remita al recurrente toda la información requerida en su gestión del 14 de junio del 2016 y que no le fue suministrada en el correo electrónico de 28 de julio de 2016. 



	PODER JUDICIAL
	SE ORDENA FACILITAR UN DEFENSOR PÚBLICO A INDÍGENA, EN PROCESO DE PENSIÓN ALIMENTARIA

Expediente:16-009394-0007-CO
Sentencia:011544-16 
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de hábeas corpus contra el PODER JUDICIAL. La sentencia 011544-16 de las 11:30 del 12 de agosto, plantea el caso de un indígena, a quien se le impuso una pensión alimentaria y acusa que, por falta de pago fue detenido; no obstante, no ha sido tomada en cuanta su condición, alega que casi no habla español, no tiene escolaridad alguna y desconoce todo acerca del proceso tramitado en su perjuicio. Acusa que nunca contó con un traductor, no se le explicaron los alcances del proceso, sus posibilidades de defensa, ni se le
mencionaron los recursos e incidentes que estaba legitimado a interponer en su defensa. Alega la "inconvencionalidad" del acuerdo tomado en la sesión No. 23-01 de Corte Plena del Poder Judicial, celebrada el 4 de julio de 2001, en el cual se estableció que la Defensa Pública, únicamente, brinda asistencia letrada a la parte acreedora de las pensiones alimentarias. Se declara parcialmente con lugar el recurso en cuanto a la indefensión del tutelado. En consecuencia, se anula todo el procedimiento posterior a la resolución de las 11:15 horas del 31 de enero de 2014 del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Bribrí y se retrotrae el proceso hasta dicho punto para su correcta sustanciación. Se ordena al Director a.i. de la Defensa Pública, o a quien ejerza ese cargo, que de inmediato le asigne al amparado asistencia letrada en el proceso alimentario objeto de este recurso. Además, se ordena la libertad inmediata del tutelado, si ninguna otra causa lo impide. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Rueda Leal y Hernández López dan razones adicionales. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. Los Magistrados Jinesta Lobo, Cruz Castro y Hernández Gutiérrez declaran sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución a Alejandro Rojas Aguilar, en su condición de Director a.i. de la Defensa Pública, o a quien ejerza ese cargo, de forma personal. Comuníquese a las partes y al Director General del Centro de Atención Institucional La Reforma.



	PODER JUDICIAL
	CANCELACIÓN DE ASIENTOS EN REL REGISTRO JUDICIAL, A PENAS MENORES DE TRES AÑOS

Expediente:16-009815-0007-CO
Sentencia:011730-16
Ponente: Magistrado Ricardo Madrigal Jiménez

Recurso de amparo contra EL REGISTRO JUDICIAL. La sentencia 011730-16 de las 9:05 horas del 19 de agosto, analiza el tema de una persona, que fue condenada a menos de tres años de prisión y, a pesar de que la reforma al artículo 11 de la ley del Registro y Archivos Judiciales (Ley N°9361 del 16 de junio de 2016), modificó el plazo de cancelación de asientos de las personas sentenciadas, luego del cumplimiento de la pena y de manera inmediata después de cumplida la condena impuesta, cuando la pena sea inferior a tres años o por delitos culposos- indica la administración, que no puede proceder a realizar el levantamiento de dicho asiento por aspectos tecnológicos. No obstante, señala la Sala, que esta situación se encuentra prevista en el transitorio 1 de la Ley, que señala: “TRANSITORIO ÚNICO. - En el plazo máximo de seis meses, contado a partir de la publicación en el diario oficial La Gaceta, el Registro Judicial de Delincuentes deberá actualizar los asientos de modo que se adapten a los rangos establecidos en la presente reforma del artículo 11 de la Ley N. º 6723, Ley del Registro y Archivos Judiciales, de 10 de marzo de 1982, y sus reformas.” Conforme al principio democrático de división de poderes, es el Legislador quien tiene la potestad exclusiva de determinar el momento en que una norma en particular entra a regir, se cita el voto 6378-94. Se declara sin lugar el recurso. (Ver en similar sentido, sentencia 011723-16)



	SEGURIDAD SOCIAL
	DENEGATORIA DE SEGURO POR SER VIH/SIDA POSITIVO

Expediente:16-004011-0007-CO
Sentencia:010999-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal
                                                      
Recurso de amparo contra el Instituto Nacional de Seguros. La sentencia 010999-16 de las 9:20 del 05 de agosto, resuelve el caso de una persona, que afirma padecer VIH/SIDA y que el INS le rechazó su solicitud de póliza de seguro. La Sala resalta que la determinación del estado de salud fue avalada como criterio para establecer la posibilidad de asegurar a un individuo y que fue precisamente eso lo que realizó el ente asegurador en este caso, toda vez que el rechazo de la solicitud del tutelado radicó en razones de índole técnica y no exclusivamente por ser portador de VIH. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro consigna nota.



	SERVICIOS PUBLICOS
	OBLIGACIÓN DE BRINDAR SERVICIO DE TELECOMUNICACIONES A LA COMUNIDAD

Expediente:15-018313-0007-CO
Sentencia:010997-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo promovido por un diputado de la Asamblea Legislativa  contra el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. La sentencia 010997-16 de las 9: 25 del 5 de agosto, acusa que la comunidad de Buena Vista de Pacayas no cuenta con líneas  telefónicas, pese a haber gestionado hace 22 años ante la autoridad recurrida dicho servicio, aún no se han ampliado las redes, lo cual lesiona groseramente los derechos de las personas de esa comunidad. A la fecha, el servicio telefónico básico tradicional, no ha tenido una apertura de mercado, siendo que el Instituto Costarricense de Electricidad es el único órgano que lo brinda, y, por ende, no tiene competencia. De este modo, se consideró que el Instituto accionado tiene el deber de asegurar la eficiencia, igualdad, continuidad, calidad, y cobertura en el servicio público de telefonía en la zona. A partir de un análisis sistemático del ordenamiento jurídico constitucional e infraconstitucional vigente, encontramos que el legislador previó que, para el sector de telecomunicaciones, se garantizarían los principios de acceso universal, servicio universal y solidaridad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Gerente de Telecomunicaciones y al Director Interno de la Dirección de Canales propios de la Región Comercial Metropolitana Este, ambos del Instituto Costarricense de Electricidad, para que dentro del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, finalice un proyecto a cargo de FONATEL, a efectos de que se valore la posibilidad de instalar la infraestructura necesaria para brindar los servicios de Internet a la comunidad de Buena Vista de Pacayas ubicada en la Ciudad de Cartago, para que se garantice la satisfacción de las necesidades básicas de Telecomunicaciones de dicha comunidad. Asimismo, se ordena al Presidente del Consejo con facultades de representante judicial y extrajudicial de la Superintendencia de Telecomunicaciones, que órgano regulador en materia de telecomunicaciones que es dicha Superintendencia, realice las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que las solicitudes planteados por los vecinos de la comunidad de Buena Vista de Pacayas de Cartago, sean valoradas, de forma que si resultan factibles, sean incluidas dentro de los proyectos financiados por FONATEL. Por otra parte, se le ordena al Gerente de Telecomunicaciones del Instituto Costarricense de Electricidad, ejecutar las acciones que estén dentro del ámbito de su competencia, para que, dentro del plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde el servicio de telefonía fija a la comunidad mencionada. 
 

	TRABAJO
	PERMISO PARA MADRE, A FIN DE ACOMPAÑAR A MENOR FUERA DEL PAÍS PARA HACERSE TRATAMIENTO

Expediente:16-008020-0007-CO
Sentencia:011014-16
Ponente: Magistrado Hernández Gutiérrez
 
Recurso de amparo presentado contra el Ministerio de Educación Pública. La sentencia 011014-16 de las 9:20 del 05 de agosto, resuelve el caso de una madrea, a quien no le dan permiso, para acompañar a Estados Unidos a su hija, menor de edad, para la realización de un tratamiento médico que requiere. En reiteradas oportunidades, esta Sala ha resuelto que, más allá de que las normas reglamentarias del patrono, si un menor de edad necesita ser atendido por su madre - previo criterio médico que así lo establezca- esta tiene derecho a que se le otorguen los permisos correspondientes para cumplir con ese fin. Ello es así porque el principio del interés superior del menor es el que debe prevalecer, más allá de lo que las normas infraconstitucionales establezcan o permitan en estos casos. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios No. DM-UL-13-06-2015 del 30 de junio de 2015 y No. DRH-PRH-UL-6670-2015 del 7 de julio de 2015, del Ministerio de Educación Pública, únicamente en cuanto impiden una posible prórroga del permiso otorgado a la recurrente. Se le ordena a la Directora de Recursos Humanos y Jefe del Departamento de Promoción del Recurso Humano, ambos del Ministerio de Educación Pública, que realicen las gestiones necesarias, en el ámbito de sus competencias, para resolver la solicitud de permiso, dentro del plazo de tres días hábiles posteriores a la recepción de la documentación que deberá aportar la recurrente. Mientras tanto, deberán extender, de manera provisional, el permiso otorgado. 



	TRABAJO
	ACCESO A ESTUDIO DE VIDA Y COSTUMBRES

Expediente:16-009164-0007-CO
Sentencia:011045-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez
 
Recurso de amparo contra el Ministerio de Seguridad Pública. La sentencia 011045-16 de las 9:20 del 5 de agosto, resuelve el caso de un ciudadano, a quien no le dieron acceso al estudio de vida y costumbres que le hicieron y, por el cual, no se le permitió el ingreso a la función pública. Sobre el tema, si cita el voto 010888-11. Se declara con lugar el recurso, y por ende se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, que comunique al amparado, cuáles fueron los elementos del estudio de vida y costumbres, que sirvieron de base que la Administración decidiera no seleccionarlo en el concurso de su interés, sin revelar los nombres de las personas que proporcionaron los datos, ni ningún aspecto que pudiera contribuir a su identificación. Los Magistrados Cruz Castro, Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez, ponen nota. El Magistrado Rueda pone nota separada.



	TRABAJO
	INTERINO POR INTERINO

Expediente:16-009822-0007-CO
Sentencia:011441-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Recurso de amparo contra la JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL. La sentencia 011441-16 de las 9:45 horas del 12 de agosto, se cuestiona un nombramiento interino, que fue realizado, sustituyendo a otra persona en igual condición. En este caso concreto, consta que la plaza quedó vacante y, en virtud de un proceso de reestructuración, se sacó a concurso interino, en donde la recurrente participó, pero no fue elegida. Consta que la Administración había establecido de antemano la precariedad de la prórroga del nombramiento de la tutelada, el cual estaba supeditado a dicho concurso. En cuanto al concurso en sí, dicho mecanismo pretende examinar a los postulantes y facilitar el nombramiento de la persona que sea considerada idónea para el cargo. En ese tanto, la actuación no fue arbitraria, sino basada en las necesidades institucionales. Por último, se destaca que la amparada tiene un nombramiento en propiedad como Técnico 3 en Administración Financiera en la Gerencia de Operaciones. Se declara sin lugar el recurso.



	TRABAJO
	SE LIMITA A FUNCIONARIOS INTERINOS ELEGIR JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES DEL BANCO DE COSTA RICA

Expediente:16-008548-0007-CO
Sentencia:011844-16 
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Recurso de amparo contra la JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES DE LOS EMPLEADOS DEL BANCO DE COSTA RICA. La sentencia 011844-16 a las 11:01 del 19 de agosto, analiza la limitación existente, en donde no permite a los funcionarios interinos votar, para elegir los representantes de los trabajadores, para conformar la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones del Banco de Costa Rica. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se le impidió votar al amparado para elegir a los representantes laborales ante la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones de los Empleados del Banco de Costa Rica. Se anula el párrafo segundo de la disposición No. 1 de las "Disposiciones administrativas para la elección de representantes laborales ante la Junta Administrativa y para la realización de plebiscito del Fondo de Jubilaciones de los Empleados del Banco de Costa Rica", en cuanto señala que no tienen derecho a votar los servidores interinos. En cuanto a otro de los recurrentes, y respecto a los demás extremos alegados, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Hernández Gutiérrez y Estrada Navas salvan el voto, y declaran con lugar el recurso también por la limitación impuesta a los servidores interinos del Banco de Costa Rica para acceder al cargo de miembros de la Junta Directiva del Fondo de Jubilaciones de los Empleados de dicho Banco. El Magistrado Rueda Leal pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	TRABAJO
	REBAJO DE LA TOTALIDAD DE SALARIO POR FALTA DE MARCA

Expediente:16-007342-0007-CO
Sentencia:011690-16
Ponente: Magistrado José Paulino Hernández Gutiérrez

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La sentencia 011690-16 de las 9:05 horas del 19 de agosto, cuestiona el rebajo de casi la totalidad del salario, por presuntas ausencias, pues no se encuentran registradas las marcas. Se alega falta al debido proceso. En reiterada jurisprudencia esta Sala ha considerado que, para la recuperación de sumas pagadas de más a funcionarios de la Administración Pública, ésta debe cumplir exigencias mínimas constitucionales del derecho fundamental al debido proceso (sentencia 011507-12). Esta Sala ha considerado también, que los componentes del debido proceso son innecesarios, cuando el mero examen del registro de asistencia comprueba la ausencia del trabajador, por lo que la aplicación del rebajo por la falta de registro de entrada no requiere un procedimiento previo (v. sentencia 12421-08). Sin embargo, esta doctrina no es aplicable a los casos en que, como en el presente, se practica un rebajo casi total o total, al salario de los funcionarios y funcionarias, lo que es equivalente o, acaso peor, a la imposición de sanciones de suspensión superiores a ocho días, casos para los cuales la Sala sí ha estimado necesario un proceso previo mínimo para dar oportunidad de defensa a la persona objeto del rebajo. Lo anterior constituye una violación del derecho fundamental al debido proceso, así como del derecho al salario, por lo que procede estimar el amparo y ordenar al Ministerio recurrido la devolución de las sumas rebajadas. Lo anterior no impide que el Ministerio inicie las acciones legales pertinentes y conforme con las exigencias constitucionales para definir las ausencias injustificadas y el eventual rebajo consiguiente. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Jefa a.i. de la Unidad Administradora del Departamento de Asignación del Recurso Humano del Ministerio de Educación Pública que suspenda en forma inmediata los rebajos salariales a la amparada dispuestos por razón del oficio DIG-073-2016 de diez de marzo de dos mil dieciséis y se devuelvan los montos rebajados a la recurrente en la quincena inmediata posterior a la notificación de esta sentencia. Lo anterior no impide que el Ministerio inicie las acciones legales pertinentes y conforme con las exigencias constitucionales para definir las ausencias injustificadas y el eventual rebajo consiguiente. Los Magistrados Jinesta Lobo y Salazar Alvarado ponen nota. El Magistrado Rueda Leal pone nota.



	TRABAJO
	PADRE DE MENOR SOLICITA LICENCIA DE MATERNIDAD Y HORA DE LACTANCIA, ANTE EL FALLECIMIENTO DE SU ESPOSA

Expediente:16-010031-0007-CO
Sentencia:012064-16
Ponente: Paul Rueda Leal
Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública (MEP). La sentencia 012064-16 de las 9:30 horas del 26 de agosto, analiza el caso de un funcionario del MEP, que solicitó el periodo de 3 meses de licencia por maternidad y la hora de lactancia diaria por 1 año, que correspondían a su esposa, quien falleció luego de dar a luz a la hija de ambos. Lo anterior a efectos de que alguien pueda velar por la recién nacida. En este caso, consta que al recurrente le fue otorgada la licencia solicitada, incluso antes que la autoridad accionada tuviera conocimiento de este asunto. Ergo, lo procedente es declarar sin lugar el amparo por prematuro.


	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	AMBIENTE
	LEY PARA LA GESTIÓN INTEGRADA DEL RECURSO HÍDRICO

Expediente:16-006064-0007-CO
Sentencia:011349-16
Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez

Consulta legislativa facultativa de constitucionalidad respecto del proyecto de "Ley para la Gestión Integrada del Recurso Hídrico", expediente legislativo número 17.742. La sentencia 011342-16 de las 11:45 del 10 de agosto, resuelve una adición y aclaración de la sentencia 008127-16. No ha lugar a la gestión formulada. Los magistrados Cruz Castro, Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto, y ordenan aclarar y adicionar la sentencia. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	CIVIL
	PROCESO ORDINARIO

Expediente:16-009380-0007-CO
Sentencia:011965-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 299 del Código Procesal Civil. La sentencia 011965-16 de las 9:30 horas del 24 de agosto, cuestiona la norma que dispone que cuando hay alguna falta o defecto de representación, se debe ordenar al actor o a su abogado, corregirla misma en un plazo de 15 días, transcurrido el cual, de oficio, se declarará la inadmisibilidad de la demanda y se ordenará su archivo. Se acusa que la norma se limitó únicamente a la parte actora, no al demandado. Se rechaza de plano la acción, porque a la fecha de interposición, ya el Tribunal I Civil de San José había definido la situación jurídica de las partes. Esto significa que lo que eventualmente pudiera resolver la Sala en relación con el artículo 299 del Código Procesal Civil no tendría incidencia alguna en el proceso que sirve de base pues el momento procesal donde esa disposición podría haber sido aplicada ya finalizó. En ese sentido, la acción no sería medio razonable de amparar el derecho que se estima lesionado.



	COLEGIOS PROFESIONALES
	REQUISITOS PARA EL EJERCICIO DE LA QUIROPRÁCTICA

Expediente:16-010478-0007-CO
Sentencia:011674-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de Inconstitucionalidad contra la reforma al artículo 15 inciso a) del Reglamento a la ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Quiropráctica, realizada por Decreto Ejecutivo No. 34420. Publicado en La Gaceta No. 66 del 04/04/2008. La sentencia 011674-16 de las 9:05 del 17 de agosto, rechaza de plano la acción, porque en la acción se ataca una disposición normativa distinta a la señalada en la invocación de inconstitucionalidad. 



	COLEGIOS PROFESIONALES
	CÓDIGO DE ETICA DEL COLEGIO DE CONTADORES PÚBLICOS AUTORIZADOS
Expediente:16-009666-0007-CO
Sentencia:010971-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 59, inciso d), 57, inciso d), 75 y 76 del Código de Ética Profesional del Contador Público Autorizado y la Contadora Pública Autorizada. En la sentencia 010971-16 de las 9:20 horas del 03 de agosto, se cuestiona el régimen sancionatorio del Colegio de Contadores Públicos. Se rechaza de plano la acción porque los asuntos base planteados, no se encuentran en la fase de agotamiento de la vía administrativa.

	COMERCIO
	TRANSPORTE REMUNERADO DE PERSONA EN MODALIDAD TAXI

Expediente:16-010475-0007-CO
Sentencia:011673-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley No. 8955 que es la Reforma a la Ley No. 3284 (Código de Comercio) y la Ley 7969 que es la Ley Reguladora de Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en vehículos modalidad taxi. El voto 011673-16 de las 9:05 horas del 17 de agosto, reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 15-015456-0007-CO se tramita ante esta Sala.



	COMERCIO
	REGLAMENTO PARA EL CONTROL DE LAS EMISIONES CONTAMINANTES PRODUCIDAS POR LOS VEHÍCULOS AUTOMOTORES CON MOTOR DE COMBUSTIÓN INTERNA

Expediente:16-008753-0007
Sentencia:011292-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 39724-MOPT-MINAE-S, “Reglamento para el control de las emisiones contaminantes producidas por los vehículos automotores con motor de combustión interna”. La sentencia 011292-16 de las 10:40 del 10 de agosto, resuelve una solicitud de revocatoria de la sentencia 010590-16, la cual, fue rechazada de conformidad con lo dispuesto, en el artículo 11 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. No ha lugar a la gestión formulada. El Magistrado Rueda Leal pone nota.



	FAMILIA
	REMATE EN BIENES GANANCIALES

Expediente:16-009978-0007-CO
Sentencia:011320-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia del Tribunal de Familia. La sentencia 011320-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, analiza el tema de los casos de remate para cobro de deuda ganancial, no se aplica ni el Código Procesal Civil, ni la Ley de Cobro Judicial, sino solo remates indefinidos, hasta que alguien adquiera el bien, sin rebajo de la base. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto previo, por cuanto este Tribunal ha resuelto reiteradamente que una solicitud de adición y aclaración no reúne las condiciones para ser considerada como un asunto que sirva de base de la acción, pues aún en el caso de ser acogida no podría variar lo ya resuelto por el juez y por tanto el alegato de inconstitucionalidad que en ella se haga no es medio razonable para tutelar los derechos e intereses de la accionante. Se cita el voto 6494-93. 



	MINORIAS
	DETERMINACIÓN DE EDAD DE UNA PERSONA ADULTA MAYOR

Expediente:16-010088-0007-CO
Sentencia:011332-16                                                          

Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Acción de inconstitucionalidad contra la Ley Integral Para la Persona Adulta Mayor N°7935. La sentencia 011332-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, cuestiona la edad establecida en dicha ley, para determinar a la persona que califica como Adulta Mayor, que es de 65 años, lo cual va en contra de lo establecido por la Organización Mundial de la Salud, que es de 60 años. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto previo y de legitimación directa. 



	MUNICIPALIDAD
	INTEGRACIÓN DE COMISIONES PERMANENTES EN MUNICIPALIDAD DE ASERRI

Expediente:16-007854-0007-CO
Sentencia:010941-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el acuerdo municipal tomado por el Presidente del Concejo Municipal de Aserrí referido a la integración de las Comisiones Permanentes de la Municipalidad. Se rechaza de plano la acción, porque en este caso, se trata de un acto subjetivo que afecta a un número determinado de personas y contiene una decisión de carácter específico, no normativo, que es susceptible de ser impugnado a través del recurso de amparo. La diferencia en cuanto al medio de impugnación entre el acuerdo municipal cuestionado y, por ejemplo, los acuerdos legislativos referidos a la integración de las comisiones legislativas -que sí pueden ser revisados a través de la acción de inconstitucionalidad- encuentra fundamento en el inciso c) del artículo 73 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal salvan el voto y orden dar curso a la acción.



	NOTARIADO
	RECURSO DE CASACIÓN EN MATERIA NOTARIAL

Expediente:16-010816-0007-CO
Sentencia:011981-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. La sentencia 011981-16 de las 9:30 horas del 24 de agosto, cuestiona la norma, en tanto impone como requisito para casación, la cuantía del asunto. Se declara inadmisible la acción, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Esta Sala ha señalado, al efecto, que permitir la formulación de una infinidad de acciones, con base en un mismo asunto previo, desnaturaliza el proceso de control de constitucionalidad, lo que provocaría que esta jurisdicción constitucional se convierta en ordinaria al analizar en esta jurisdicción cada punto o cuestión de fondo que se conozca en el asunto previo, lo que no solo resulta improcedente, sino que, además, provoca el retardo excesivo en la tramitación y conocimiento de los asuntos. De esta forma, teniendo en cuenta que se plantearon dos acciones, con base en un mismo asunto base, (No. 14-018869-0007-CO y la No. 16-010816-0007-CO) y, en la primera se analizó la constitucionalidad de la norma cuestionada por el fondo, lo procedente -en atención a lo dispuesto en el citado numeral 76 de la Ley que rige esta Jurisdicción- es rechazar de plano la presente acción de inconstitucionalidad, como así se dispone.



	NOTARIADO
	PROHIBICIONES PARA NOTARIOS

Expediente:16-009257-0007-CO
Sentencia:012423-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 7, incisos c) y d), y 126, inciso d), del Código Notarial, Ley No. 7764. La sentencia 012423-16 de las 9:05 horas del 31 de agosto, cuestiona la norma que prohíbe al Notario Público, la facultad de participar como asesor dentro de actos o contratos en que participen personas relacionadas con él por afinidad o consanguinidad, sólo bajo la utilización del concepto indeterminado que tenga "interés el notario"; mismo que resulta insuficiente para poder restringir tanto la libertad en el ejercicio liberal, como la libertad de contratación de las partes en personas de su confianza. Sobre la constitucionalidad de la norma, se cita el voto 006002-15, en donde este Tribunal ha considerado que la función notarial debe ejercerse dentro de las potestades y limitaciones que el ordenamiento jurídico dispone, a través de los mecanismos que considere adecuados, para velar por el cumplimiento de los deberes y obligaciones de los notarios públicos. Por lo anterior, la Sala no estima que haya un exceso de poder en el ejercicio de la facultad legislativa, al promulgar las normas impugnadas, y, además, las restricciones dispuestas en dichas normas resultan razonables y proporcionales. No habiendo motivo para variar el criterio expuesto, lo procedente es rechazar por el fondo la acción en cuanto a estos extremos se refiere. Sobre la alegada violación al principio de igualdad, se indica que el notario público no ejerce función jurisdiccional, tampoco está sometido al principio del juez natural y, además, puede ejercer su función tanto en el territorio nacional como fuera del país. En consecuencia, al existir un sustento objetivo y razonable para la diferencia entre los notarios públicos y los jueces de la República, este Tribunal considera que lo dispuesto por el artículo 7, inciso c), del Código Notarial no lesiona el artículo 33 de la Constitución Política. En consecuencia, la acción también debe ser declarada sin lugar en cuanto a este extremo. En cuanto a los artículos 7 inciso d) y 126 inciso d) del Código Notarial, se afirma que la prohibición, de autorizar actos o contratos contrarios a la ley o ineficaces, por los motivos dispuestos en la norma impugnada, va dirigida a los notarios públicos; no a las partes -supra Considerando IV- ni a los registradores. La actuación de los registradores está regulada en otra serie de normas, como la Ley sobre inscripción de documentos en el Registro Público, Ley No. 3883 de 30 de mayo de 1967, que los obliga a
verificar que los documentos, sometidos a inscripción, cumplan los requisitos que exija la ley; caso contrario deberán indicar los defectos en un solo acto -artículos 6 y 6 bis de la Ley No. 3883-. Para este Tribunal no hay, en la norma impugnada, un exceso legislativo ni una violación al principio de legalidad. Todo lo contrario, el legislador ordinario, en cumplimiento del principio de legalidad y de la regularidad del ordenamiento jurídico en general, le prohíbe al notario público autorizar actos o contratos contrarios al ordenamiento jurídico o ineficaces y encomienda la labor de verificación a los registradores del Registro Público. Por lo expuesto, para este Tribunal la norma impugnada es conforme al principio de legalidad, por lo que la acción de inconstitucionalidad también debe ser desestimarse en cuanto al artículo 7, inciso d), del Código Notarial. Finalmente, la Sala aprecia que el establecer como absolutamente nulo el instrumento público confeccionado, pese a la prohibición establecida para el notario público, cuya constitucionalidad ya fue analizada, es la consecuencia del incumplimiento de sus propios deberes, sin que se aprecie un exceso legislativo en la norma. Se rechaza por el fondo la acción.

 

	PENAL
	LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA

Expediente:16-007416-0007-CO
Sentencia:012420-16 
Ponente: Magistrado Ernesto Jinetas Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el Transitorio III de la Ley de creación del Recurso de Apelación de la Sentencia. No. 8837. En la sentencia 012420-16 de las 9:05 del 31 de agosto, los accionantes presentan una gestión igual a la que este Tribunal resolvió mediante sentencia No. 2016-011661 de las 9:05 hrs. del 17 de agosto de 2016. Según se indicó en aquella oportunidad y de conformidad con la información que consta en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, casilla de notificaciones, la resolución No. 2016-008885 de las 9:30 hrs. del 29 de junio de 2016 les fue notificada mediante cédula al fax señalado. Esténse los recurrentes a lo resuelto por esta Sala en sentencia No. 2016-011661 de las 9:05 hrs. de 17 de agosto de 2016.



	PENAL
	LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA

Expediente:16-006338-0007-CO
Sentencia:011291-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el Transitorio III de la Ley de creación del Recurso de Apelación de la Sentencia. No. 8837. En la sentencia 011291-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, se resuelven varias gestiones planteadas, referentes a cuestionar lo resuelto por la Sala en la sentencia 010582-16. Respecto a dos de los recurrentes, se dispone que deben estarse a lo resuelto por este Tribunal mediante voto No. 2016-010582 de las 11:05 hrs. del 27 de julio de 2016. En cuanto a otro de los gestionantes, se indica que no ha lugar a la gestión formulada.  



	PENAL
	LEY DE CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA

Expediente:16-007416-0007-CO
Sentencia:011661-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 2 que derogó el inciso g) del artículo 408 del Código Procesal Penal y el Transitorio III, ambos de la Ley No. 8837 y la Ley No.9003 del 31 de octubre de 2011, que reformó el artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La sentencia 011661-16 de las 9:05 horas del 17 de agosto, resuelve la inconformidad de los recurrentes, con el trámite dado a la presente acción de inconstitucionalidad. No obstante, este Tribunal estima que no llevan razón en tanto el procedimiento observado se apega absolutamente a lo dispuesto en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La solicitud de acumulación hecha no procedía en tanto la acción no era admisible. No ha lugar a la gestión presentada.



	PENAL
	CONCILIACIÓN EN CASOS DE MENORES DE EDAD

Expediente:16-010527-0007-CO
Sentencia:011675-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Consulta judicial formulada por EL JUZGADO PENAL DE LA UNIÓN, referente al artículo 36 del Código Procesal Penal. La sentencia 011675-16 de las 9:05 horas del 17 de agosto, analiza el tema de la conciliación en casos de menores de edad. Sobre el tema, se cita el voto 13081-09, que valoró la conformidad con el Derecho de la Constitución del párrafo 7º, del artículo 36, del Código Procesal Penal, que veda la conciliación cuando se trata de delitos cometidos en detrimento de las personas menores de edad, y estimó que no es inconstitucional. Sobre la alegada violación del Principio de la Tutela Judicial Efectiva, a causa del contenido de la norma, estima la Sala que aún en el supuesto en que no se le permita al menor de edad conciliar porque el imputado es un mayor de edad, siempre tiene derecho a percibir una indemnización plena, así como la reparación integral del daño sufrido a causa de la sentencia condenatoria que, eventualmente, se llegue a imponer al imputado o, inclusive, bien puede acudir a la Jurisdicción de Tránsito o, a la vía civil, a reclamar la indemnización que corresponda, si no se constata la existencia de un delito en el proceso que sirve de base a esta consulta. Ninguna violación al derecho protegido en el artículo 41 de la Constitución Política se aprecia en el caso presente con motivo de la restricción impugnada, razón por la cual lo procedente es desestimar el reclamo formulado, en lo que a este punto concierne. Sobre la inexistente violación del Principio de Igualdad a causa del contenido de la norma impugnada, desde la sentencia No. 2009-13081, la Sala dejó claro que esa restricción no lesiona el derecho protegido en el artículo 33 de la Constitución Política, habida cuenta que el Legislador, en el ejercicio de su competencia, y su libertad de configuración en el diseño de los procesos penales, puede establecer la conciliación en determinados supuestos e, impedirla, en los casos en que se considere conveniente. De modo que no comparte la Sala el criterio sostenido por el Juez consultante y, al contrario, se considera que la condición de vulnerabilidad en la que se puede encontrar un menor de edad, cuando figure como víctima, frente a un imputado mayor de edad, justifica, plenamente, la restricción cuestionada, dados los alcances del principio del interés superior del menor y la obligación estatal de brindar especial protección a esta población, en los términos del artículo 51 de la Constitución Política. Finalmente, sobre la aparente lesión del derecho del imputado a una salida alterna, pese a que cumple las condiciones para acceder al instituto de la conciliación, se indica que de igual forma, en la sentencia 013081-09, se dejó claro que no existe un derecho fundamental a la conciliación, ni forma parte este instituto del derecho al proceso debido, de modo que el Legislador, con arreglo a su libertad de configuración, puede determinar quienes acceden a esta salida alterna bajo el cumplimiento de los valores y principios constitucionales, todo lo cual, como se expuso con anterioridad, justifica, de modo amplio, el contenido de la disposición cuestionada. Ninguna violación a los derechos fundamentales del imputado, se advierte, en la especie, a causa del contenido del artículo 36 del Código Procesal Penal, motivo por el cual también se debe denegar el reclamo formulado por el Juez consultante en lo que toca a este punto. Se evacua la consulta formulada en el sentido que la frase: “tampoco, en los delitos cometidos en perjuicio de las personas menores de edad”, del artículo 36 del Código Procesal Penal, no lesiona el Derecho de la Constitución.


	PODER JUDICIAL
	RESOLUCIONES JUDICIALES

Expediente:16-010353-0007-CO
Sentencia:012430-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra resoluciones del Juzgado Alimentario de Quepos y el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Quepos y Parrita, en caso de un proceso de pensión alimentaria. La sentencia 012430-16 de las 9:05 horas del 31 de agosto, promueve un recurso de revocatoria contra la sentencia dictada por el Pleno de la Sala Constitucional No. 2016-11670, teniendo en cuenta que el artículo 11, párrafo 2º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que estipula: “No habrá recurso contra las sentencias, autos o providencias de la jurisdicción constitucional”, como ocurre en el presente caso, con lo cual, la pretensión de la parte actora es manifiestamente improcedente. Igualmente, es preciso reiterar lo expuesto en la resolución de fondo que se cuestiona. No ha lugar a la gestión formulada.



	PODER JUDICIAL
	RESOLUCIONES JUDICIALES

Expediente:16-010353-0007-CO
Sentencia:011670-16                                                            Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra resoluciones del Juzgado Alimentario de Quepos y el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Quepos y Parrita, en caso de un proceso de pensión alimentaria. La sentencia 011670-16 de las 9:05 horas del 17 de agosto, rechaza de plano la acción, porque en el caso presente, el actor no impugna una línea jurisprudencial determinada, sino una serie de actos jurisdiccionales concretos, todos contrarios a las pretensiones del accionante.



	PRESUPUESTO
	CREACIÓN DE LA ASOCIACIÓN CENTRO DE LA CULTURA DE GRECIA POR LEY DE PRESUPUESTO

Expediente:16-010466-0007-CO
Sentencia:011975-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el inciso 63 del artículo 39 de la Ley No. 7040 de 25 de abril de 1986. Ley de Presupuesto Extraordinario de la República. La sentencia 11975-16 de las 9:30 horas del 24 de agosto, cuestiona el funcionamiento de la Asociación Centro de la Cultura de Grecia, en virtud de constituir la inclusión de normas generales en leyes de presupuesto. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto previo y por falta de legitimación. 



	SERVICIOS PUBLICOS
	LEY DE LA AUTORIDAD REGULADORA DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS

Expediente:16-008419-0007
Sentencia:012413-16                                                                                                                               Ponente: Magistrado Fernando Castillo Víquez
Consulta Legislativa Facultativa respecto de la Reforma al artículo 20 de la Ley No. 7593 del 05 de agosto de 1996. Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Expediente Legislativo No. 19065. La sentencia 012413-16 de las 16:15 horas del 30 de agosto, evacua la consulta facultativa referente al proyecto de aprobación de "Reforma del artículo 20 de la Ley No. 7593 del 5 de agosto de 1966, Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos”, que se tramita en el expediente legislativo número 19.065, en el sentido de que la Sala no advierte en el proyecto consultado vicios de procedimiento. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y considera que el proyecto en cuestión es inconstitucional por haberse infringido lo establecido en el artículo 124 constitucional. Notifíquese esta sentencia al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE.



	TRABAJO
	COMPETENCIA DEL JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL

Expediente:16-009709-0007-CO
Sentencia:011966-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Consulta judicial formulada por el JUZGADO DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ referente al Acta No. 1 de la Comisión de la Jurisdicción Laboral del 27 de marzo de 2014. Sobre la competencia por materia del Juzgado de Seguridad Social de San José y el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, sobre confección de planillas adicionales, por cobro de cuotas obrero patronales, riesgo o pensión, respecto del Tribunal Contencioso Administrativo. En la sentencia 011966-16 de las 9:30 horas del 24 de agosto, la duda del Juzgado se circunscribe a un eventual conflicto de competencia entre el Juzgado de Seguridad Social y el Juzgado de Trabajo, a la luz de lo ya resuelto por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. Lo que hace referencia a un conflicto de legalidad que no procede dilucidar en esta sede, como así se resolvió en la sentencia 010599-16. No ha lugar a evacuar la consulta.



	TRABAJO
	PERIODO DE PRUEBA EN LOS JUECES. LIMITACIONES A NOMBRAMIENTOS POR DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS

Expediente:15-012720-0007-CO
Sentencia:011288-16
Ponente: Magistrado Ricardo Madrigal Jiménez

Acción de inconstitucionalidad contra el ACUERDO DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL DADO EN LA SESIÓN 102-09 ARTÍCULO LIV DEL 10 DE NOVIEMBRE DEL 2009 Y CONTRA LOS ACUERDOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA, DADOS EN SESIÓN 01-10 ARTÍCULO XVII DEL 05 DE ENERO DE 2010 Y LA SESIÓN CJ-21-2009 ARTÍCULO III DEL 08 DE JUNIO DE 2009. La sentencia 011288-16 de las 9:00 horas del 10 de agosto, cuestiona acuerdos del Poder Judicial que establecen que los jueces, cuando se encuentren en periodo de prueba, no pueden integrar ternas. Por mayoría se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anulan por inconstitucionales los siguientes acuerdos:
a) Del Consejo Superior del Poder Judicial la Sesión No. 102-09 artículo LIV del 10 de noviembre de 2009;
b)  Los acuerdos del Consejo de la Judicatura, adoptados en la Sesión No. 01-10 del artículo XVII del 5 de enero de 2010 y la Sesión CJ-21-2009 artículo III del 8 de junio de 2009, respectivamente. 
c) Por conexidad, el artículo XXIV de la Sesión Extraordinaria de Corte Plena No. 22-14 celebrada el 26 de mayo de 2014. 
Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Presidenta de la Corte Suprema de Justicia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.
Los magistrados Jinesta Lobo, Rueda Leal y Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 



	TRABAJO
	REGLAMENTO AUTÓNOMO DE SERVICIO DEL PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA

Expediente:16-009867-0007-CO
Sentencia:011320-16                                                   
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 86 Reglamento Autónomo de Servicio del Patronato Nacional de la Infancia. La sentencia 011320-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, cuestiona la norma que da traslado a la persona denunciada, concediéndole un plazo de cinco días hábiles para su defensa, en caso de que no la ejerza, el proceso continuará, hasta el informe final por parte del Órgano Director. Se acusa que se aplican plazos menores a los establecidos en una ley especial. Se rechaza de plano la acción, por falta de asunto previo.



	TRABAJO
	FALTA DE PAGO DE UNA OBLIGACION DE CRÉDITO ES CONSIDERADA FALTA GRAVE EN EL PODER JUDICIAL

Expediente:16-010343-0007-CO
Sentencia:011340-16                                                    
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo
Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 192 inciso 9) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La sentencia 011340-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, cuestiona la norma que considera como faltas graves: “9.- El no pago injustificado de una obligación de crédito, que deba atender como deudor principal y se esté cobrando en la vía judicial.” En este caso, el asunto base aún se encuentra en trámite en su fase inicial y no se ha dictado un acto final que pueda ser impugnado a través de los recursos ordinarios, a fin de agotar la vía administrativa, por lo que procede rechazar de plano la acción. 



	TRANSITO
	RESTRICCIÓN VEHICULAR

Expediente:16-010182-0007-CO
Sentencia:012427-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo número 37370-MOPT. La sentencia 012427-16 de las 9:05 horas del 31 de agosto. Se cuestiona la conducta omisa de la Administración de cumplir las obligaciones
dispuestas en los artículos 5 y 8 del mismo lo que provocaría su incumplimiento. La acción es inadmisible por cuanto, pese a lo señalado por la accionante, la impugnación no se dirige contra el Decreto (disposición general de carácter normativo), sino más bien contra la omisión de la Administración de realizar los estudios y monitoreos periódicos que dispone el Decreto. Ese incumplimiento no solo no provoca la inconstitucionalidad del Decreto, sino que constituye materia que escapa al control de constitucionalidad en la vía de la acción, al tenor de lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En virtud de lo expuesto, la acción resulta inadmisible y se rechaza de plano.



	TRATADO
	TRATADO DE ASISTENCIA JURIDICA PENAL INTERNACIONAL CON MEXICO

Expediente:16-008407-0007
Sentencia:011685-16
Ponente: Magistrado Paul Rueda Leal

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la aprobación del Tratado de Asistencia Jurídica Penal Internacional entre la República de Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos. Expediente Legislativo No. 19424. La sentencia 011685-16 de las 10:00 horas del 17 de agosto, evacua esta consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad, en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley denominado "APROBACIÓN DEL TRATADO DE ASISTENCA JURÍDICA PENAL INTERNACIONAL ENTRE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS", expediente legislativo Nº 19.424, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Los Magistrados Rueda Leal y Hernández López dan razones distintas con respecto al artículo 15 del proyecto de ley supracitado. El Magistrado Rueda Leal da razones adicionales. Comuníquese. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA PENDIENTE. 



	TRIBUTARIO
	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE PAGO POR IMPUESTO DE VENTAS

Expediente:15-012644-0007-CO
Sentencia:013862-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. La sentencia 013862-16 de las 10:40 horas del 10 de agosto, resuelve un escrito planteado por el representante del BANCO NACIONAL DE COSTA RICA, por el cual solicita se le permita participar en la vista fijada en el expediente No. 14-011798-0007-CO, se resuelve: Este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10 y 85 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, fijó una audiencia oral en el expediente No. 14-011798-0007-CO para las 9:00 hrs. del 11 de agosto de 2016, mediante resolución de las 14:00 hrs del 21 de julio de 2016. En esta resolución se dispuso sobre las condiciones generales de asistencia y participación en esa comparecencia y se indicó que solo pueden intervenir las partes -y sus abogados según el caso- que figuran en el asunto principal y en los expedientes acumulados a aquel. En este caso la acción interpuesta por el gestionante está suspendida, por lo que no es posible autorizar su participación en esa vista. En razón de lo expuesto, la gestión debe ser rechazada.



	TRIBUTARIO
	LIQUIDACIÓN TRIBUTARIA DE OFICIO

Expediente:14-011798-0007-CO
Sentencia:012496-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y el artículo 182 y 183 del Reglamento de Procedimiento Tributario. Decreto Ejecutivo No. 38277-H del 07 de marzo del 2014.
La sentencia 012496-16 de las 16:15 horas del 31 de agosto, analiza un tema de derecho tributario, referente a la lesionan del derecho de defensa y al proceso debido, en la medida en que no se permite al contribuyente ser oído o presentar sus alegatos y pruebas, de previo a una decisión tan limitativa de derechos como lo es la determinación y liquidación de las cargas tributarias. Por unanimidad y por razones separadas, se declaran parcialmente con lugar las acciones de inconstitucionalidad acumuladas. Se anulan por inconstitucionales los artículos 144 y 192 del Código de Normas de Procedimientos Tributarios, reformados por la Ley N° 9069 de 10 de septiembre de 2012, Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria, así como los artículos 182 y 183 del Reglamento de Procedimiento Tributario (Decreto Ejecutivo No. 38277-H de 7 de marzo de 2014 y sus reformas). Específicamente, en el caso del ordinal 182 del Reglamento de Procedimiento Tributario, se anulan tanto la versión vigente, según reforma efectuada por Decreto Ejecutivo N° 39673 de 28 de enero de 2016, como la versión anterior a esa reforma, por los efectos inconstitucionales que pudo haber producido. La inconstitucionalidad se extiende, por conexidad, a todas las directrices o instrucciones generales de la administración tributaria, dirigidas a los contribuyentes, que tienen cobertura en las normas que ahora se declaran inconstitucionales. Se declaran, también, por unanimidad y razones separadas sin lugar las acciones de inconstitucionalidad respecto de los numerales 145 y 182 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y 67 del Reglamento de Organización y Funciones de la Dirección General de Tributación Directa. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de entrada en vigencia de las normas que se declaran inconstitucionales, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, relaciones y situaciones jurídicas consolidadas por virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material, prescripción, caducidad, consumación de los hechos por ser material o técnicamente irreversibles. Para evitar que se produzcan graves dislocaciones de la seguridad, la justicia, la paz social y del sistema tributario, ante la anulación de los ordinales 144 y 192 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, se deja en vigor la versión de esas normas, vigente al momento inmediato anterior a la entrada en rigor de la Ley No. 9069 de 10 de septiembre de 2012, Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa, al Presidente de la República y al Ministro de Hacienda. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, a los accionantes y coadyuvantes y demás partes intervinientes. El Magistrado Rueda Leal, además declara inconstitucional el artículo 153 del Reglamento de Procedimiento Tributario. Los Magistrados Cruz Castro y Salazar Alvarado ponen notas separadas.



	TRIBUTARIO
	IMPUESTO A MOTELES

Expediente:13-009029-0007-CO                                 
Sentencia:010950-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Impuesto a los moteles y lugares afines No. 9326. La sentencia 010950-16 de las 9:20 horas del 03 de agosto, cuestiona el impuesto a los moteles al considerarlo desproporcionado e injusto. Se deniega el trámite de la acción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, pues se previno al accionante que aportara copia certificada de los escritos en los que invocó, en el asunto base, la inconstitucionalidad de la normativa cuestionada en la presente acción, así como que aclarara -con la presentación de los documentos necesarios- si el procedimiento administrativo que indicaba el actor como asunto previo se encontraba o no en la fase de agotamiento de la vía administrativa, entre otros aspectos. No obstante, cumplió lo prevenido de forma parcial. Se deniega el trámite de la acción. 



	TRIBUTARIO
	CIERRE DE NEGOCIOS ANTE LA FALTA DE PAGO DE IMPUESTO DE VENTAS Y RENTA

Expediente:16-009904-0007-CO
Sentencia:012426-16
Ponente: Magistrado Ernesto Jinesta Lobo

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y costumbre administrativa por cerrar negocios, ante la falta de pago del impuesto sobre la renta. La sentencia 012426-16 de las 9:05 del 31 de agosto, cuestiona la norma que faculta a la Administración Tributaria para ordenar el cierre, por un plazo de cinco días naturales, del establecimiento de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad u oficio, en el cual se cometió la infracción, a los sujetos pasivos o declarantes que reincidan en no emitir facturas ni comprobantes debidamente autorizados por la Administración Tributaria o en no entregárselos al cliente en el acto de compra, venta o prestación del servicio. Se cuestiona también, la costumbre administrativa, de cerrar los negocios por la falta de pago del impuesto sobre la renta. Cierre del Estadio Saprissa. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente No. 15-006280-0007-CO se tramita ante esta Sala.




 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional]
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ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL AGOSTO 2016

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de AGOSTO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	

	
	

	Por Tipo de Asunto
	

	
	

	Consultas Judiciales
	2

	Consulta Legislativa
	3

	Acciones de Inconstitucionalidad
	24

	Hábeas Corpus
	140

	Recursos de Amparo
	1400

	Total
	1569


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	

	
	

	Por Termino
	

	
	

	Con Lugar
	450

	Con Lugar Parcial
	45

	Sin Lugar
	297

	Rechazo de Plano
	546

	Rechazo por el Fondo
	52

	Total 
	1390


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	AMBIENTE 
	20

	AMPARO CONTRA NORMA
	7

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	1

	ASOCIACION
	30

	BANCARIO 
	12

	COLEGIO PROFESIONAL
	6

	COMERCIO 
	5

	CONTRATOS O LICITACIONES
	6

	EDUCACION 
	25

	ELECTORAL
	9

	FAMILIA
	25

	INFORMACION 
	19

	INTIMIDAD
	11

	LIBERTAD DE EXPRESION Y PRENSA
	1

	LIBERTAD DE TRANSITO
	1

	MIGRACION
	6

	MINORIAS
	11

	MUNICIPALIDAD 
	50

	NOTARIAL 
	4

	PENAL 
	53

	PENITENCIARIO
	35

	PENSION 
	77

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	32

	PETICION 
	54

	PODER EJECUTIVO
	25

	PODER JUDICIAL
	34

	PRONTA RESOLUCION 
	114

	PROPIEDAD 
	24

	SALUD 
	372

	SEGURIDAD SOCIAL
	18

	SEGUROS 
	6

	SERVICIOS PUBLICOS
	50

	SUJETO DE DRECHO PRIVADO
	27

	TRABAJO 
	200

	TRANSITO
	19

	TRIBUTARIO
	1

	 TOTAL
	1390


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 247

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Actualización del Proyecto Constitución




PRINCIPIO DE AUTOCONTENCIÓN DEL JUEZ CONSTITUCIONAL

“…Esto atañe a un estudio pericial alejado de la naturaleza sumaria del amparo; además, una actuación contraria de este Tribunal atentaría con el principio de autocontención del juez constitucional, el cual impone a este órgano jurisdiccional el deber de respetar las competencias intrínsecas de los otros Poderes Públicos sujeto ello a que se respete el marco constitucional vigente. A la Sala únicamente le corresponde fiscalizar que los requerimientos básicos de una reestructuración hayan sido elaborados y que no exista una notoria y manifiesta improcedencia en los estudios que la justifican; la controversia sobre la oportunidad, conveniencia o procedencia técnica de tales estudios debe ser resuelta en la vía administrativa ante la propia Administración o, eventualmente, en la jurisdicción ordinaria, instancias encargadas de velar por la legalidad de tales procesos de modernización…” Sentencia 12622-12

“…el control de constitucionalidad solo se aplicaría en caso de que, en el ejercicio de tales competencias, de manera evidente y manifiesta se vulnerara algún derecho fundamental, cuestión que en la especie no ocurre. La mera disconformidad de la parte accionante con la referida medida atañe más bien a un problema puramente político, antes que a uno jurídico-constitucional, motivo por el que este Tribunal está obligado a aplicar autocontención…” Sentencia 16146-13

“…este Tribunal debe tener autocontención, pues de lo contrario la Sala Constitucional se convertiría en un alza de todas las controversias jurídicas y políticas que se presente en el iter procedimiental de la formación de las leyes y la adopción de los acuerdos legislativos, toda lo cual impactaría el buen funcionamiento de un órgano fundamental del Estado, con el consiguiente perjuicio a los intereses generales y a la independencia del Poder Legislativo. Esta tesis es la que ha seguido este Tribunal desde hace muchos años. En efecto, en la sentencia n.° 4262-97…” Sentencia 007280-14

“…Esto atañe a un estudio pericial alejado de la naturaleza sumaria del amparo; además, una actuación contraria de este Tribunal atentaría con el principio de autocontención del juez constitucional, el cual impone a este órgano jurisdiccional el deber de respetar la competencias intrínsecas de los otros Poderes Públicos sujeto ello a que se respete el marco constitucional vigente…” Sentencia 015356-14

“…Llenar este vacío normativo no atañe a la Sala sino al Poder Legislativo, en virtud del principio de autocontención del juez constitucional. Empero, mientras ello no ocurra, las partes en conflicto, CCSS y trabajadores, deben procurar solucionar sus conflictos laborales de forma tal que no se vea afectada la continuidad del servicio hospitalario, el cual es esencial, toda vez que tal situación vulnera derechos esenciales de la población que revisten la mayor jerarquía porque tienen que ver con preservar lo más fundamental del ser humano: su vida y salud…” Sentencia 009403-16

PRINCIPIO PRECAUTORIO EN MATERIA AMBIENTAL

“…El derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado otorga una protección especial a la biodiversidad y las aguas subterráneas, razón por la cual y en aplicación del principio precautorio en materia ambiental, las actividades económicas con impacto ambiental deben ser autorizadas cuando exista certeza científica de que ese impacto no implique un riesgo o amenaza de daño permanente e irreversible al ambiente. Es por esta razón que la administración debe realizar siempre la evaluación ambiental necesaria mediante los instrumentos que estime necesarios, evaluación que debe ser compartida públicamente con la población afectada, para que luego de un análisis riguroso y detallado la administración emita de manera fundamentada la viabilidad ambiental correspondiente. La desatención e inobservancia de estos aspectos definidos normativa y jurisprudencialmente, deviene en la vulneración del referido derecho a un ambiente sano, por lo que las actuaciones administrativas así dispuestas resultan igualmente violatorias de este derecho fundamental…” Sentencia 4496-16

ARTÍCULO 51 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…la Administración se encuentra en la obligación ineludible, de fomentar, por todos los medios que estén a su alcance, el acceso al trabajo para aquellas personas que demuestren poseer las condiciones adecuadas para el puesto de que se trate, siendo la estabilidad en éste una condición que se torna especialmente importante con relación a la efectiva protección de este derecho; pues, justamente, es lo que permite a la persona adquirir una serie de garantías que le proporcionan seguridad y mayores posibilidades de superación, lo que a su vez, se proyecta positivamente sobre el núcleo familiar que depende del trabajador… es prohibida la discriminación de la mujer por el hecho del embarazo o de la lactancia, pero no se ha garantizado su inamovilidad; pues, nada impide que si el patrono comprueba una falta grave a los deberes y obligaciones que derivan del contrato, pueda ejercer, sin discriminación alguna, su potestad de despido. En otras palabras, es el hecho del embarazo o de la lactancia, según sea el caso, lo que impide al empleador despedir cuando no concurra falta grave de la trabajadora en los términos del artículo 81, del Código de Trabajo, previo debido proceso y autorización de despido por parte del Ministerio de Trabajo.” Sentencia 4655-16
ARTÍCULO 56 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…la Administración se encuentra en la obligación ineludible, de fomentar, por todos los medios que estén a su alcance, el acceso al trabajo para aquellas personas que demuestren poseer las condiciones adecuadas para el puesto de que se trate, siendo la estabilidad en éste una condición que se torna especialmente importante con relación a la efectiva protección de este derecho; pues, justamente, es lo que permite a la persona adquirir una serie de garantías que le proporcionan seguridad y mayores posibilidades de superación, lo que a su vez, se proyecta positivamente sobre el núcleo familiar que depende del trabajador… es prohibida la discriminación de la mujer por el hecho del embarazo o de la lactancia, pero no se ha garantizado su inamovilidad; pues, nada impide que si el patrono comprueba una falta grave a los deberes y obligaciones que derivan del contrato, pueda ejercer, sin discriminación alguna, su potestad de despido. En otras palabras, es el hecho del embarazo o de la lactancia, según sea el caso, lo que impide al empleador despedir cuando no concurra falta grave de la trabajadora en los términos del artículo 81, del Código de Trabajo, previo debido proceso y autorización de despido por parte del Ministerio de Trabajo.” Sentencia 4655-16
CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

AGISTO ACTUALIZACIÓN 2016
Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2295-3705, 2295-3900, 2295-3696, 2295-3697, 2295-3698, 2295-3700

Línea Gratuita. 800-SALA 4TA (800-7252482)

Correo electrónico: sala4-informacion@poder-judicial.go.cr
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